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ADMINISTRATIVA  

Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 

Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 
 

Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros la Corporación del Fondo del 

Seguro del Estado (CFSE) y nos solicita que revoquemos la 

Resolución de la Comisión Industrial (CI) dictada el 9 de noviembre 

de 2015 y notificada el 14 de enero de 2016. Mediante la misma, la 

CI acogió el informe del Oficial Examinador que presidió la última 

Vista Pública en este caso donde se determinó aumentar la 

incapacidad previamente otorgada al Sr. Víctor Vázquez Avilés por 

su condición emocional de la cual padece debido a un accidente 

que sufrió en su lugar de trabajo.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos el dictamen. 

I. 

 El 15 de septiembre de 2010, el Sr. Vázquez Avilés sufrió un 

accidente1 en su lugar de trabajo que le causó trauma en el pecho, 

                                                 
1 El recurrente recibió un golpe en la cabeza y luego quedó pillado entre dos 

máquinas excavadoras mientras se desempeñaba como capataz en su lugar de 

trabajo. 
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le fracturó varias costillas y recibió una contusión pulmonar, 

neumotórax y hemotórax derecho. El Sr. Vázquez Avilés obtuvo 

tratamiento médico por dichas condiciones en la CFSE. Luego de 

varios incidentes procesales incluyendo varias apelaciones ante la 

CI, ésta lo dio de alta y determinó que se le otorgaría al Sr. 

Vázquez Avilés un 20% de incapacidad de las funciones fisiológicas 

generales (FFG) por los padecimientos físicos pulmonares y del 

área del pecho (“condiciones orgánicas”) que sufrió luego del 

accidente. La apelación de la decisión del alta de las condiciones 

orgánicas todavía está pendiente ante la CI. 

Durante el proceso descrito anteriormente, el Sr. Vázquez 

Avilés alegó que el accidente laboral también le causó una 

condición emocional, para la cual lo trató la CFSE al diagnosticarlo 

con trastorno de ánimo. De dicha condición emocional secundaria 

a la condición orgánica, la CFSE lo dio de alta con incapacidad y le 

otorgó un 5% de incapacidad de las FFG. El Sr. Vázquez Avilés 

apeló dicha decisión de alta definitiva ante la CI. La CI resolvió 

referir al Sr. Vázquez Avilés a su siquiatra consultor, el Dr. Luis A. 

Feliciano Hernández, para evaluación y recomendación sobre 

tratamiento y aumento al porciento de incapacidad. Luego de 

evaluar al lesionado el 7 de abril de 2014, el Dr. Feliciano 

Hernández emitió un informe donde recomendó otorgarle un 20% 

de incapacidad de sus FFG por la condición emocional secundaria 

a la condición orgánica, de la cual se descontaría el 5% 

previamente otorgado, para un aumento total de 15% de 

incapacidad.  

Los asesores médicos de la CFSE y la CI hicieron 

recomendaciones distintas en cuanto al aumento del porciento de 

incapacidad del Sr. Vázquez Avilés. Para dilucidar dicha 

discrepancia, se celebró una vista pública el 3 de noviembre de 



 
 

 
KLRA201600561    

 

3 

2015 donde comparecieron los representantes legales del Sr. 

Vázquez Avilés y de la CFSE y el Dr. Feliciano Hernández.  

El Oficial Examinador de la CI emitió un Informe en el cual 

detalló lo sucedido en la vista pública, pero no hizo 

determinaciones de hechos ni conclusiones de derecho. Del 

Informe se desprende que, durante la vista, el Dr. Feliciano 

Hernández explicó que se reafirmaba en su recomendación sobre el 

aumento de 20% de incapacidad, descontando el 5% previamente 

otorgado.  

La CI acogió el informe del Oficial Examinador mediante una 

Resolución emitida el 9 de noviembre de 2015. En dicha 

Resolución, sin hacer determinaciones de hechos y conclusiones 

de derecho, resolvió que no procedía la discrepancia que expresó la 

médico asesora de la CFSE y por consiguiente aumentó la 

incapacidad previamente otorgada al Sr. Vázquez Avilés por la 

condición emocional a 20% de incapacidad de sus FFG, 

descontándole a dicho porciento el 5% otorgado anteriormente, 

para un aumento total de 15%.  

Inconforme con el dictamen, la CFSE compareció ante nos 

mediante el recurso de epígrafe y señaló dos errores, a saber: 

1. Erró la Comisión Industrial al no hacer las 

correspondientes determinaciones de hechos y 
conclusiones de derecho que justificaran su 
determinación contrario a lo dispuesto por la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley 
[Núm.] 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, 3 LPRA Sec. 2164. 
2. Erró la Comisión Industrial al compensar con una 

incapacidad mayor, una condición que no 

corresponde a la originalmente aceptada por el 

Asegurador. 

Examinado el recurso de revisión judicial, le concedimos 

treinta días al recurrido para la presentación del 

alegato.  Tomando conocimiento de que la representación legal del 

Sr. Vázquez Avilés renunció, le concedimos diez días adicionales 

para que éste expusiera su posición en torno al recurso de 
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epígrafe. A su vez, le apercibimos al recurrido que de no 

comparecer, procederíamos a resolver el recurso sin el beneficio de 

su comparecencia.  El término concedido transcurrió y el recurrido 

no compareció.  Por lo tanto, resolvemos el presente recurso sin el 

beneficio de su comparecencia y conforme al Derecho aplicable. 

II. 

La Sección 4.5 de la Ley Núm.170 de 12 de agosto de 1988, 

conocida como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme de 

Puerto Rico (LPAU), 31 L.P.R.A. sec. 2175, establece que los 

tribunales deben sostener las determinaciones de hechos de las 

agencias si están basadas en “evidencia sustancial que obra en el 

expediente administrativo”. Véase, además, Rivera Concepción v. 

A.R.Pe., 152 D.P.R. 116, 122 (2000); Metropolitana S.E. v. A.R.Pe., 

138 D.P.R. 200, 2013 (1995).  Sin embargo, esta sección dispone 

que “[l]as conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 

aspectos por el tribunal”. Sección 4.5 de la LPAU, supra. 

A pesar del trato diferente que dispone la LPAU para las 

conclusiones de derecho, los tribunales le brindan deferencia a las 

interpretaciones de las agencias administrativas, salvo si éstas 

actúan de manera “arbitraria o ilegalmente  o en forma tan 

irrazonable que su actuación constituyó un abuso de discreción”. 

(Énfasis en el original). Rivera Concepción v. A.R.Pe., supra.  La 

doctrina de la deferencia judicial responde a la vasta experiencia y 

conocimiento especializado que tienen las agencias administrativas 

sobre los asuntos que le son encomendados. Vélez v. A.R.P.E., 167 

D.P.R. 684, 693 (2006); Rivera Concepción v. A.R.Pe., supra, pág. 

123.  Por tal motivo, las decisiones administrativas gozan de una 

presunción de regularidad y corrección que debe respetarse, 

mientras la parte que las impugne no demuestre con suficiente 

evidencia que la decisión no está justificada. JP, Plaza Santa Isabel 
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v. Cordero Badillo, 177 D.P.R. 177, 187 (2009).  Metropolitana S.E. 

v. A.R.P.E., supra, pág. 213. 

El criterio rector para examinar una decisión administrativa 

es la razonabilidad de la actuación de la agencia recurrida y si la 

misma armoniza con el propósito legislativo.  Rivera Concepción v. 

A.R.P.E., supra, pág. 124.  Por tanto, si a la hora de examinar un 

dictamen administrativo, se determina que: (1) la decisión 

administrativa no está basada en evidencia sustancial; (2) la 

agencia erró en la aplicación de la ley; (3) el organismo 

administrativo actuó de manera irrazonable, arbitraria o 

ilegalmente; o (4) su actuación lesiona derechos constitucionales 

fundamentales, la deferencia hacia los procedimientos 

administrativos cede.  Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., 172 D.P.R. 

254, 264 (2007). 

Ahora bien, para que los foros apelativos podamos revisar las 

decisiones administrativas es necesario que la agencia dicte una 

resolución fundamentada. La parte pertinente de la Sección 3.14 

de la LPAU, 3 LPRA Sec. 2164, dispone que:  

[…] 

La orden o resolución deberá incluir y exponer 
separadamente determinaciones de hecho si éstas 

no se han renunciado, conclusiones de derecho, que 
fundamentan la adjudicación, la disponibilidad del 

recurso de reconsideración o revisión según sea el 
caso. La orden o resolución deberá ser firmada por el 
jefe de la agencia o por cualquier otro funcionario 

autorizado por ley.  
 
[…] 

 

Es de suma importancia que el foro administrativo haga 

constar las determinaciones de hecho y las conclusiones de 

derecho en su resolución porque de esa manera, “(1) proporciona[] 

a los tribunales la oportunidad de revisar adecuadamente la 

decisión administrativa y facilita[] esa tarea; (2) fomenta[] que la 

agencia adopte una decisión cuidadosa y razonada dentro de los 
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parámetros de su autoridad y discreción; (3) ayuda[] a la parte 

afectada a entender por qué el organismo administrativo decidió 

como lo hizo, y estando mejor informada, p[ueda] decidir si acude 

al foro judicial o acata la determinación; y (4) evita[] que los 

tribunales se apropien de funciones que corresponden 

propiamente a las agencias administrativas bajo el concepto de 

especialización y destreza (expertise)”. Mun. de San Juan v. Plaza 

las Américas, 169 DPR 310, 322-23 (2006). Además, las 

determinaciones de hechos “deben ser lo suficientemente definidas 

para poner a las cortes en posición de revisar inteligentemente la 

decisión del organismo administrativo y determinar si los hechos 

tal y como éste los encontró probados…ofrecen una base razonable 

para su decisión”. Misión Ind P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 152 (1998). 

Para lograr lo anterior, la agencia debe “exponer los fundamentos 

de hecho, refiriéndose tanto a los hechos básicos que estimó 

probados, luego de resolver cualesquier conflicto en la prueba, 

como a las inferencias de hecho que en ultima instancia creyó 

justificadas”. Íd. Por otro lado, las conclusiones de derecho no 

pueden ser pro forma, entiéndase, que simplemente reciten las 

frases generales contenidas en sus reglamentos o su ley orgánica. 

Íd. 

Nuestro Tribunal Supremo reiteradamente ha expresado que 

en materia de derecho administrativo, efectuar determinaciones de 

hecho y expresar las razones o fundamentos legales para la 

decisión administrativa es un requisito del debido procedimiento 

de ley. Rivera Santiago v. Srio. De Hacienda, 119 DPR 265, 274 

(1987). Tan importante es que el foro administrativo cumpla con 

este requisito que su inobservancia no nos permitiría como foro 

apelativo revisar y adjudicar las controversias ante nuestra 

consideración. Vega Cruz v. Comisión Industrial, 109 DPR 290 

(1979).  



 
 

 
KLRA201600561    

 

7 

Un análisis de la jurisprudencia aplicable refleja que el 

Tribunal Supremo ha revocado las decisiones administrativas que 

carecen de determinaciones de hechos y/o conclusiones de 

derecho adecuadas que nos permitan efectuar una revisión 

inteligente. Misión Ind. P.R. v. J.P., supra; Véase e.g., Asoc. C.D. 

Octubre v. J.A.C.L., 116 DPR 326 (1985); Vega Cruz v. Comisión 

Industrial, supra; Godreau & Co. v. Com. Servicio Público, 71 DPR 

649 (1950). En casos apropiados, el Tribunal Supremo ha devuelto 

el caso al foro administrativo para que corrija la deficiencia de 

determinaciones de hechos y conclusiones de derecho que 

fundamenten su decisión (Véase Rivera Santiago v. Srio. De 

Hacienda, supra; Vega Cruz v. Comisión Industrial, supra) o en la 

alternativa, le ha permitido a la agencia presentar una resolución 

complementaria en el momento que se le notifica el recurso de 

revisión (Véase P.N.P. v. Tribunal Electoral, 104 DPR 1, 3 (1975)). 

Íd. 

III. 

En el presente caso, la CFSE nos solicitó que resolviéramos 

dos errores: (1) si la Comisión Industrial incumplió con la Sección 

3.14 de la LPAU al omitir hacer determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho en la resolución recurrida y (2) si la 

Comisión Industrial actuó correctamente al aumentar el porciento 

de incapacidad de las FFG del Sr. Vázquez Avilés basándose en un 

informe pericial que presuntamente es vago y especulativo. No 

obstante, en vista de que el primer señalamiento de error dispone 

del recurso ante nos en su totalidad, no entraremos a discutir el 

segundo señalamiento de error.  

Como ya mencionamos anteriormente, no solo la LPAU 

obliga a los foros administrativos a efectuar determinaciones de 

hechos y conclusiones de derecho sino que también es un 

imperativo del debido procedimiento de ley. Nuestro Tribunal 
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Supremo ha sido enfático sobre la importancia de que las agencias 

administrativas formulen conclusiones de hechos y de derecho 

para que nosotros como foro apelativo podamos ejercer nuestro 

poder revisor efectivamente. Por ello es que si una resolución 

administrativa no está fundamentada estamos impedidos de 

adjudicar la controversia que se nos plantea. Nuestro más Alto 

Foro ha revocado resoluciones administrativas que carecen de 

determinaciones de hechos y conclusiones de derecho y ha 

devuelto el caso al foro administrativo pertinente para que 

cumplan con la formulación de los mismos o, en la alternativa, le 

ha permitido al foro administrativo presentar una resolución 

complementaria al momento que se le notifica el recurso de 

revisión judicial.  

En el caso ante nos, la escueta Resolución recurrida del 14 

de enero de 2016 se limitó a acoger el informe del Oficial 

Examinador. El informe, a su vez, carece de determinaciones de 

hecho y conclusiones de derecho ya que es un recuento de lo 

sucedido en la vista pública que se celebró entre las partes para 

dilucidar la discrepancia del aumento del porciento de incapacidad 

de las FFS que se suscitó entre los peritos de la CFSE y la CI. De 

hecho, el informe parece reproducir la prueba oral pericial que 

desfiló en dicha vista pública. Al final del informe, meramente hizo 

una recomendación a la CI sobre la decisión que ésta debía tomar 

para resolver la controversia ante sí y omitió fundamentar 

adecuadamente dicha recomendación con el derecho aplicable. 

Dicho informe del Oficial Examinador y la Resolución recurrida 

carecen de una base que nos permita efectuar una adecuada 

revisión de las mismas. Es por ello que estamos impedidos de 

adjudicar la controversia ante nos.  

Por los fundamentos expuestos, revocamos la Resolución del 

14 de enero de 2016 de la Comisión Industrial y devolvemos el 
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caso a la Comisión Industrial para que formule las 

determinaciones de hechos y las fundamente con las conclusiones 

que en derecho procedan.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


